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PRESENTACIÓN 

lA PROMULGACIÓN DE lA REFORMA CONSTITU· 
CIONAL EN MATERIA DE TRANSPARENCIA EL 7 DE 
FEBRERO DE 2014 resulta un evento histó­
rico que marca el inicio de una nueva 
etapa en el régimen democrático de 
transparencia en México y, particular­
mente, para el Instituto Federal de Ac­
ceso a la Información y Protección de 
Datos (IFAI). 

La reforma transforma al IFAI en 
un organismo constitucional autónomo 
del Estado mexicano, que lo convierte en 
el eje articulador del Sistema Nacional 
de Transparencia y en la instancia rec­
tora en la materia ante cualquier au­
toridad del gobierno federal, órganos 
constitucionales, partidos políticos, 
fideicomisos, sindicatos y toda perso­
na física o moral que ejerza recursos 
públicos. 

Con sus nuevas facultades, el Insti­
tuto amplía y profundiza sus alcances 
para la edificación de una sólida cultu­
ra de la transparencia y de rendición de 
cuentas en nuestro país. En este con­
texto, el IFAI decide dar continuidad a 
las publicaciones de la serie Cuadernos 

de 1tansparenda con el propósito de 
promover y difundir los derechos fun · 
damentales que tutela el Instituto: el de 
acceso a la información y a la protec­
ciónde datos personales. 

ABC del secreto de los deudores 
fiscales constituye así, la primera obra 
con el sello editorial del IFAI en su nue­
va etapa como organismo autónomo en 
el que se analizan diversos aspectos 
que contribuyen al debate informado 
de una cuestión tan polémica, como ac­
tual: ¿se debe mantener la reserva para 
quienes han incumplido con sus obliga­
ciones ante la hacienda pública?; ¿cómo 
lograr el equilibrio entre el derecho a la 
confidencialidad y el derecho de acceso 
a la información tratándose de deudores 
fiscales? 

La secrecía de los deudores fisca­
les en México, tema que abordan con 
extraordinario sentido pedagógico sus 
autoras, Issa Luna Pla y Gabriela Ríos 
Granados, se inserta en una discusión 
de gran actualidad y pertinencia, prin­
cipalmente por las siguientes razones: 
1) las diferencias en la interpretación 
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legal que se ha suscitado con respecto 
a la posibilidad de divulgar informa­
ción sobre deudores :fiscales en ciertos 
contextos particulares y por razones de 
interés público; 2) El debate en la Su­
prema Corte de Justicia de la Nación en 
torno a distintas perspectivas, a saber: 
la ponderación entre derechos, la in­
terpretación del alcance del principio 
de máxima publicidad frente a las re­
servas y la validez de ciertas reservas 
absolutas a pesar de los argumentos; 
y 3) este tema resultó uno de los más 
álgidos en la deliberación de las iniciati­
vas de reforma promovidas tanto para 
la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, como para las leyes 
secundarias en materia de transparen­
cia y acceso a la información pública. 

La obra analiza el origen y alcan­
ce del secreto de la información de los 
deudores fiscales, así como los bienes 
jurídicos que busca proteger. Estudia 
temas como la naturaleza de las obli­
gaciones fiscales, el origen del secreto 
fiscal como institución y el interés pú­
blico como fundamento para vencer las 
reservas de información pública. 

Con evidencia empírica y datos 
que contextualizan diversos aspectos, la 
publicación dimensiona con pertinen­
cia el problema público que supondría 
la falta de recaudación. A través de un 
ej ercici.o de derecho comparado refiere 
los casos de España, Argentina y Perú, 
así como experiencias del gobierno local, 

particularmente se hace alusión a la le­
gislación del Distrito Federal en las que 
se establece la obligación de divulgar la 
información de ciertos deudores. 

Esta obra contribuye sin lugar a 
dudas, a promover y difundir entre la 
sociedad una cultura que combata fron­
talmente la opacidad y los secretos que 
aún hoy imperan en algunas instancias 
gubernamentales. Al mismo tiempo in­
vita a la reflexión conjunta de la ciuda­
danía en el proceso de la rendición de 
cuentas para hacer valer sus derechos 
en materia de transparencia. Con ello 
se logrará, tal y como lo postulaba Her­
man Heller, transitar de la normativi­
dad a la normalidad; del derecho a los 
hechos; de la reforma constitucional a 
la concreción de un liderazgo partici­
pativo y comprometido de la sociedad 
para el pleno ejercicio de sus derechos 
fundamentales de acceso a la informa­
ción y de protección de datos, en el cual 
se incluye, por supuesto, la materia de 
los deudores :fiscales. 

1 nstituto Federal de Acceso 
y Protecci6n de Datos (IFAI) • 

* En virtud de la reforma al artículo sexto de la C.Onsti­
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publi­
cada en el Diario Ofidal de l a Federadón el 7 de febrero 
de 2014, y de la publicación de la Ley General de Ttanspa­
rencia y Acceso a la Información Pública, el IFAI cambió 
su denominación por el de Instituto Nacional de Trans­
parencia, Acceso a la Información y Protección de Datos 
Personales (INAI). 
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ABC del secreto 
de los deudores 
fiscales INTRODUCCIÓN 

EL TÍTULO DE ESTE CUADERNO QUE PÚBLICA EL 
INSTIMO FEDERAL DE ACCESO A LA INFORMA· 
CIÓN Y PROTECCIÓN DE DATOS (IFAI) SUGIERE 
QUE ES NECESARIO EXPLICAR, desde lo más 
básico y con aserti.vidad, el debate mexi­
cano sobre la apertura de los nombres 
y montos de las deudas fiscales inco­
brables, así como las decisiones del sis­
tema fiscal de gobierno para cancelar y 
condonar créditos fiscales. Por esto, las 
autoras presentamos en este texto una 
visión panorámica que se enfoca, exclu­
sivamente, en los dilemas y las posibles 
soluciones al secreto fiscal que protege a 
los deudores. 

Y es que los actos de perdón de las 
deudas fiscales, de ser opacos y a escon­
didas de la sociedad y de los medios de 
comunicación, tienen todo para generar 
un sistema de desconfianza entre los 
contribuyentes y la población en general. 
Se trata de actos sumamente delicados 
que, de no conducirse por el camino de 
la transparencia y la rendición de cuen­
tas, perjudican enormemente al propio 
sistema de recaudación y a la credibili­
dad de las instituciones hacendarias. De 

ahí la relevancia de enfocarnos en este 
tema, el que estudiaremos desde la idea 
de secreto fiscal, los datos personales, los 
derechos de las empresas y el reto de la 
apertura. 

Aquí hacemos un breve recuento 
de los hechos y los procesos jurídicos 
que han dado relevancia al tema de los 
deudores, para introducir al lector en 
el debate que ha transcurrido y que se­
guirá desarrollándose. Luego, explica­
mos que el régimen democrático de la 
transparencia y el acceso a la informa­
ción vigente en el derecho mexicano, 
supone un enorme reto de actualizar 
el concepto de secreto que se tenía en 
los siglos pasados, donde un orden dis­
tinto de gobierno marcaba las reglas. 
Para la historia se han quedado los 
secretos de Estado que ameritaban un 
delito de traición a la patria, y también 
los secretos que son tratados como mis­
terios para la sociedad. 

Las normas de transparencia y ac­
ceso a la información pública imponen 
una lógica distinta, donde la reserva de 
la información se protege, pero sus raza-
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nes jurídicas y democráticas se revelan. 
Porque la transparencia juega en favor 
de la eficiencia de las instituciones cuan­
do ofrece a los ciudadanos una idea de 
que su actuar es justo, equitativo y con­
forme a las leyes. 

En este breve estudio hablamos de 
los pros y los contras de abrir al cono­
cimiento del público las listas de los deu­
dores del fisco por cancelación y condo­
nación de créditos, y lo presentamos 
desde el enfoque juridico, arropado de 
la sociología económica, la psicología 
de los contribuyentes y la cultura con­
tributiva. Esto nos permite ofrecer al 
lector elementos básicos para dimen­
sionar el problema en el contexto de 
cultura de pago de impuestos y a reco­
nocer la relevancia de abrir o no dichas 
listas. 

Aunque consideramos que la aper­
tura del secreto de los deudores de cré­
ditos fiscales no resuelve el problema 
de la credibilidad de los contribuyen­
tes en sus instituciones de la hacienda 
pública, o bien, que tampoco impac­
tará drásticamente en los niveles de 

recaudación, estamos convencidas de 
que enviará un mensaje de confianza y 
justicia para los contribuyentes cum­
plidos y para la sociedad en general. 
Confianza que no le está de más a la 
autoridad fiscal, entre otros temas que 
se deben resolver. 
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ABC del secreto 
de los deudores 
ffscales 

CAPÍTULO 

1 

LA SITUACIÓN DEL SECRETO DE LOS 
DEUDORES FISCALES 

EL TEMA DE LA TRANSPARENOA EN MÉXICO ESTÁ IN· 
ACABADO. Y DESGRACIADAMENTE NO HA ABONADO 
A QUE EXISTA MENOS CORRUPCIÓN; POR LO MENOS 
EN TEMA FISCAL, parece suceder el contrario. 
Las leyes de transparencia han fertiliza­
do el campo de la simulación de la aper­
tura en materia tributaria en casos muy 
puntuales como la cancelación o la con­
donación de créditos fiscales. El Servicio 
de Administración 'Itibutaria (SAT) se en­
contraba en desacato de las resoluciones 
del Instituto Federal de Acceso a la Infor­
mación y Protección de Datos QFAI) hasta 
finales de 2013, por el tema de la cancela­
ción y condonación de créditos fiscales y 
el acceso a la información, y hablaremos 
sobre los dilemas del SAT para cumplir 
con una decisión de apertura del IFAI. 

De acuerdo con lo que establecen las 
leyes mexicanas, es difícil que un con­
tribuyente acceda a la información de 
otros contribuyentes sobre el pago de las 
contribuciones, créditos fiscales, devolu­
ción de impuestos, cancelación o condo­
nación de créditos fiscales; toda ella es 
información que posee el SAT. Por lo re­
gular, dicha accesibilidad se refiere única 

y exclusivamente a información del pro­
pio contribuyente, o bien, información 
desagregada y estadística. Esta historia 
nos cuenta un caso especial donde esta 
opacidad fue desafiada por una perso­
na que solicitó información usando la 
Ley Federal de Transparencia y Acceso a 
la Información Pública Gubernamental 
(LFTAIPG). 

PRIMERO LO PRIMERO: ¿QU~ SON LOS CR~DITOS FIS· 
CALES Y CÓMO SE CANCELAN Y CONDONAN? 

El crédito fiscal es la cantidad determi­
nada por el contribuyente o por la auto­
ridad, a pagar como una contribución, 
una cuota compensatoria, una multa, 
una responsabilidad de los funcionarios 
públicos, o de los que señala la propia ley. 
El monto de los créditos debe informarse 
al SAT dentro de los plazos que señala la 
ley y, en caso de no hacerlo, ese crédito 
fiscal se hace exigible; es decir, lo puede 
cobrar la autoridad por propia mano, 
respetando el tiempo para interponer los 
medios procesales idóneos.1 
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Ahora bien, la cancelación como la 
condonación de impuestos, multas, cuo­
tas compensatorias, derechos, o cual­
quier otro crédito fiscal se ejercen a tra­
vés de facultades discrecionales del SAT. 
Dichas facultades son las que la autori­
dad decide conforme a la ley; con cierta 
libertad de criterio para ejercer una u 
otra opción; por ejemplo, condonar o no 
condonar impuestos, o bien, ejercer o no 
las facultades de comprobación. 

La condonación es un acto admi­
nistrativo de la autoridad fiscal que se 
expresa en un decreto y que surte sus 
efectos inmediatos en la situación del 
contribuyente. La condonación impli­
ca el perdón de deudas tributarias, es 
decir, mediante la condonación se ter­
mina total o parcialmente, y sin obli­
gación de pagarse la contribución (o el 
crédito fiscal). El artículo 39 fracción I 
del Código Fiscal de la Federación (CFF) 
le otorga al Ejecutivo federal la facul­
tad de condonar, y puede hacerlo por 
decreto en caso de una afectación o 
por la prevención de que se afecte la 
situación de una región del país, o un 
sector comercial en la producción o 
venta de productos, así como en casos 
de catástrofes sufridas por fenómenos 
meteorológicos, plagas o epidemias. 

Así, la práctica jurídica ha mostra­
do que la condonación puede ejercerla 
el presidente de la República median­
te un Decreto presidencial y son fa­
cultades concedidas por el legislador 

ordinario en virtud de una emergen­
cia económica o de una emergencia 
que provenga de un fenómeno natural. 
Pero también el CFF establece ciertas 
facultades a la Secretaría de Hacienda 
y Crédito Público (SHCP) de condonar 
multas por infracción a las disposi­
ciones fiscales, y podrá ejercer su fa­
cultad discrecional de acuerdo con las 
circunstancias del caso y los motivos 
por los cuales la autoridad impuso la 
multa. En este supuesto, el contribu­
yente puede solicitar la condonación 
de la multa. Además, establece que 
sólo procederá la condonación de mul­
tas cuando hayan quedado firmes y 
que un acto administrativo conexo no 
sea materia de impugnación. 

Por otro lado, la cancelación de un 
crédito fiscal implica que un acto ad­
ministrativo del SAT con base en sus 
facultades discrecionales deja sin efec­
tos o anula un adeudo fiscal a favor 
del fisco. En el CFF se establece que la 
cancelación de créditos fiscales en las 
cuentas públicas se da por dos hipóte­
sis: por incosteabilidad en el cobro, o 
por insolvencia del deudor o de los res­
ponsables solidarios. Sin embargo, la 
cancelación no libera al contribuyente 
de su pago. 

Esto significa que la cancelación 
anula los créditos fiscales, exclusivamen­
te para que así se refleje en la Cuenta Pú­
blica que el presidente de la República 
presenta a revisión ante el Congreso de 
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EL CRÉDITO FISCAL 
ES LA CANTIDAD 
DETERMINADA POR EL 
CONTRIBUYENTE 
O POR LA AUTORIDAD, 
A PAGAR COMO UNA 
CONTRIBUCIÓN, UNA 
CUOTA COMPENSATO­
RIA, UNA MULTA, UNA 
RESPONSABILIDAD DE 
LOS FUNCIONARIOS 
PÚBLICOS, O DE LOS 
QUE SE~ALA LA 
PROPIA LEY. 

la Unión anualmente. Dicho en otras 
palabras, la cancelación es eliminar 
de las cuentas públicas el pasivo o la 
cantidad a cargo de ciertos contribu­
yentes. A diferencia de la condonación, 
la cancelación no extingue el crédito. 
Entonces, la cancelación de un crédito 
fiscal no es equiparable a la condona­
ción del crédito fiscal. 

Tanto la condonación como la can­
celación de créditos fiscales se ejecutan 
por decisión de la autoridad fiscal (sus 
facultades discrecionales por ley) y am­
bas deben estar incluidas en el presu­
puesto de los gastos fiscales de la Ley de 
Ingresos de la Federación. Pero la con­
donación y cancelación se regulan y 
justifican de forma distinta; mientras 
que las condonaciones de créditos fis­
cales o contribuciones deben respon­
der a cuestiones graves o emergentes 
-como una sequía, un huracán-, la can­
celación de créditos fiscales responde a 
la incosteabilidad de su cobro, es decir, 
que el sujeto del crédito haya quedado 
en insolvencia económica y no pueda 
pagarle a la autoridad fiscal. 

Otra palabra clave en este tema 
es el gasto fiscal, y se refiere al monto 
que se terúa presupuestado recaudar 
por concepto de créditos fiscales y que, 
al final del día, no se recaudó por tra­
tos diferenciados a contribuyentes, por 
ejemplo, condonaciones, cancelaciones, 
devoluciones, entre otros conceptos.2 

Desde el enfoque de la transparen-

cia, es considerado de "interés público" 
saber cuál fue el buen juicio de razo­
nabilidad del legislador para establecer 
condonaciones o tratos diferenciados a 
contribuyentes -que en buena medida 
tienen como caracteristica común ser 
contribuyentes deudores y no contri­
buyentes cumplidos-. Estas decisiones 
implican grandes cantidades de dine­
ro que ya estaba presupuestado para 
ser gastado por el gobierno, y que no 
fue cobrado conforme a las atribucio­
nes discrecionales del SAT otorgadas 
por ley. Es decir, que el Estado al final 
del día tiene un costo por los créditos 
no cobrados, y es el gasto fiscal que en 
ocasiones se convierte en un costo de 
oportunidad muy caro para el Estado.3 

En este tema se debe profundizar sobre 
las amnistías fiscales, pues por ejem­
plo, para que proceda la condonación 
de créditos fiscales, los particulares 
deben desistir de todas las acciones 
contra el Estado, lo que permite menos 
créditos fiscales controvertidos. 

ALGUNOS ANTECEDENTES RELEVANTES 

A petición del SAT, el Senado propuso y 
así se aprobó en el año 2009, que el SAT 
ejerciera sus facultades discrecionales 
de ley y éste decidió cancelar créditos 
fiscales del año 2007 por la suma apro­
ximada de 74,000 millones de pesos y 
así, determinar un criterio para tratar 
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de forma diferenciada a deudores de 
créditos fiscales frente a cumplidores 
de créditos fiscales. Es decir, decidió que 
por ciertas causas y razones, a unos les 
dejaría vigentes sus créditos y a otros 
ya no. Esta decisión del SAT se argu­
mentó en un acta fundamentada en el 
Código Fiscal de la Federación. 

En 2009 una persona hizo una solici­
tud al SAT a través de la Ley de Transpa­
rencia (LFTAfPG) en la que pidió acceso a 
la información de las listas de personas 
que fueron beneficiadas por créditos 
fiscales cancelados por la autoridad en 
el año 2007, incluyendo el nombre ora­
zón social de la empresa y los montos 
cancelados, de manera desglosada por 
persona. El SAT le respondió al solici­
tante que la información estaba reser­
vada, y argumentó que estaba impedido 
de entregarle al solicitante y hacer pú­
blica esa información debido a que el 
Código Fiscal de la Federación le obliga 
a guardar una ureserva absoluta" de la 
información que entregan los contribu­
yentes al fisco. A esta confidencialidad 
se le conoce en el mundo del derecho 
mexicano como el secreto fiscal, del que 
hablaremos más adelante. 

El solicitante decidió acudir al IFAI 
y pedirle que analizara la respuesta del 
SAT por ser violatoria de su derecho 
al acceso a la información pública, de 
acuerdo con la Ley Federal de Transpa­
rencia y Acceso a la Información Públi­
ca Gubernamental (LFTAIPG). El IFAI, 

en 2010, publicó una resolución cuya 
novedad fue permitir la rendición de 
cuentas del SAT decidiendo que las lis­
tas de los créditos cancelados debían ser 
publicadas porque existía un interés 
público, ya que el monto de la cuantía 
cancelada así lo meritaba. Sin embar­
go, la resolución no tuvo éxito. No so­
lamente no fue cumplida la orden que 
dio al SAT, sino además polarizó a la 
opinión pública y a las posturas de las 
autoridades competentes. 

Lo que siguió fue algo que hasta la 
fecha no había ocurrido en la historia 
mexicana del derecho a la información. 
Sucedió que algunos contribuyentes 
que se beneficiaron de dicha cancela­
ción, cuyos nombres presunúan estar 
en la lista de deudores, interpusieron 
una queja ante la Comisión Nacional 
de Derechos Humanos {CNDH) alegan­
do que la resolución del IFAI violaba su 
derecho a la vida privada. Esto propició 
que la CNDH emitiera otra resolución 
en el sentido de no dar a conocer los 
nombres, apellidos y razones sociales 
de las personas físicas y morales por­
que se vulneraba su confidencialidad. 

En este largo proceso rebuscado y 
complejo también intervino el Tribunal 
Federal de Justicia Fiscal y Administra­
tiva, y la Sala Regional que conoció el 
asunto señaló que las resoluciones que 
emitiera el IFAI no eran definitivas y 
podrían ser combatidas. Con esta de­
cisión, la Sala dio la razón al SAT de no 
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cumplir o desacatar la orden de aper­
tura del IFAI y de mantener el secreto 
fiscal establecido en el artículo 69 del 
Código Fiscal de la Federación. 

En el año 2011 se interpuso un juicio 
de amparo estratégico contra la negati­
va del SAT de dar a conocer nombres 
de las personas físicas y morales a las 
que les fueron cancelados créditos :fis­
cales en 200Z El objetivo del juicio fue 
buscar que la Suprema Corte de Justi­
cia de la Nación declarara inconstitu­
cional el artículo 69 del Código Fiscal 
de la Federación, por no cumplir con 
los principios establecidos en los artí­
culos 6°, 31 fracción IV, 133 y 134 de la 
Constitución federal.4 Dicho juicio de 
amparo, al igual que la primera resolu­
ción del IFAI comentada líneas arriba, 
han sido parteaguas en la apertura del 
"secreto fiscal" en México y que ahora 
sean sobradamente conocidas por las au­
toridades competentes. 

El argumento de persona que in­
terpuso el juicio de amparo (la quejosa) 
era que el artículo 69 del CFF la esta­
blecía una reserva absoluta, genérica 
y que no establecía una limitación en 
cuanto a la temporalidad de la reser­
va, lo que era contrario a nuestro siste­
ma de transparencia sancionado en la 
Constitución federal. En su demanda 
razonó sobre el principio pro homine o 
pro personae en el sentido de que se 
debería interpretar de forma extensiva 
y más benéfica para las personas. 

Y también introdujo el tema del 
"interés público", indicando que "el in­
terés público hace referencia al dere­
cho de todos los contribuyentes a saber 
que los demás contribuyentes también 
pagan los impuestos debidos, pues es de 
interés público que los impuestos no 
sean objeto de elusión o que se apli­
quen de modo contrario a derecho".5 

La quejosa también hizo un ejercicio 
de ponderación de derechos y esta­
bleció, con base en la jurisprudencia 
interamericana, específicamente en el 
caso Claude Reyes vs Chile, que para 
justificar una restricción a la informa­
ción tienen que cumplirse las siguientes 
condiciones: "{i) debe existir un daño 
sustancial a los intereses protegidos; 
{ii) el daño debe ser mayor que el in­
terés público general de tener acceso 
a la información; (iii) la autoridad que 
clasifica la información como reserva­
da tiene la carga de argumentar por 
qué la divulgación de la información 
ocasionaría un daño mayor que el in­
terés público en general de tener acce­
so a la información".6 En este sentido, 
la quejosa, siguiendo el criterio de la 
Corte Interamericana argumentó que: 
"la restricción debe ser proporcional al 
interés que la justifica y debe ser con­
ducente para alcanzar el logro de ese 
legítimo objetivo, interfiriendo en la 
menor medida posible en el efectivo 
ejercicio del derecho".7 

El juicio de amparo fue sobreseído y 
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negó protección constitucional contra el 
articulo 69 del Código Fiscal de la Fede­
ración, por lo que la quejosa promovió 
la revisión del amparo y se turnó a la 
Suprema Corte de Justicia de la Na­
ción; el ponente fue el ministro Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea y en su proyec­
to hizo un estudio sobre el derecho a la 
intimidad y la vida privada y consideró 
que el "derecho fundamental a la inti­
midad otorga a la persona un ámbito 
de protección que se encuentra confor­
mado por zonas corporales, espacios 
físicos, estados psíquicos y, más recien­
temente, esa protección se ha extendido 
a los datos personales.''8 Además, analizó 
los límites del derecho a la protección 
de datos, analizando los criterios de 
la Suprema Corte que han establecido 
que "ningún derecho fundamental es 
absoluto y puede ser restringido siem­
pre que ello no se haga de manera abu­
siva, arbitraria o desproporcional."9 De 
tal suerte, que el derecho de protección 
de datos personales no es absoluto, en 
tanto admite excepciones por razones 
de seguridad nacíonal, disposiciones de 
orden público, seguridad y salud pú­
blicas o para proteger derechos de ter­
ceros.10 Asimismo, estudió el derecho a 
la información y el acceso a la infor­
mación como derecho fundamental. 
Respecto del primero, argumentó que 
"en sentido estricto, el derecho a la in­
formación se refiere a la prerrogativa 
de toda persona para solicitar cual-

quier tipo de información en poder de 
entidades públicas". Y del segundo, el 
Tribunal Pleno "estableció que en el 
acceso a la información intervienen 
dos partes: el títular del derecho y los 
obligados a entregar dicha información 
( ... ) el titular del derecho de acceso a 
la información es toda persona física 
o moral. En cambio, el sujeto obligado 
es quien tiene el deber de entregar la 
información solicitada. ( ... ) El Estado 
tiene la obligación de garantizar que se 
proporcione la información sin más lí­
mites que los establecidos en la propia 
Constitución y en las leyes."11 

También examinó el príncipio de 
máxima publicidad consagrada en el 
artículo 6° constitucional, en el que 
se sanciona que excepcionalmente, la 
información puede reservarse tempo­
ralmente cuando haya un interés públi­
co que justifique esa decisión, y que la 
información es un bien público que está 
a disposición de todas las personas y no 
exclusivamente de las autoridades.12 El 
proyecto del ministro Zaldívar hacía 
énfasis en precisar los alcances del 
principio de máxima publicidad en re­
lación con el derecho de acceso a la in­
formación, y subrayó que el derecho a 
la información debe estar sometido a 
un régimen limitado de excepciones; 
que la denegación de información por 
parte de las autoridades siempre debe­
rá tener una justificación robusta, de 
tal suerte, que toda la decisión negati-
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va debe ser motivada y, en este senti­
do, corresponde al Estado la carga de 
probar que la información solicitada 
no puede ser revelada. Es decir, las au­
toridades deberán argumentar profu­
samente que existe un "riesgo" de que 
ocurra un daño en el bien protegido 
por la reserva. 

Igualmente, el ministro puso re­
levancia en los supuestos dudosos o 
sospechosos de la cancelación de los 
créditos y afirmó que la máxima publi­
cidad debe inclinar la decisión de dar 
mayor peso al derecho de acceso a la 
información.13 En el proyecto abundó 
sobre los límites al derecho de acceso 
a la información, y especificó que los 
límites están dados por el interés pú­
blico y por la intimidad o vida privada 
de las personas, y estos límites permi­
tirían clasificar la información como 
reservada o confidencial.14 

Sobre el estudio del "secreto fis­
cal", el proyecto sostuvo que éste solo 
puede estar justificado en la medida 
que se limita a proteger los datos per­
sonales de los contribuyentes, los cua­
les están en manos de las autoridades 
fiscales, ya sea que los hayan obtenido 
por suministro o captación. Y pone de 
manifiesto, de acuerdo con lo expresa­
do por la quejosa, que existe una ten­
sión entre el derecho de acceso a la 
información y el secreto fiscal. Sobre 
esto el ministro ponente subrayó que 
existen dos derechos fundamentales 

en pugna: el derecho a la protección 
de datos personales que constituye la 
justificación del secreto fiscal y el de­
recho de acceso a la información limi­
tado por el artículo 69 del CFE Y puso 
como ejemplo que la Primera Sala en 
el juicio de amparo en revisión 26/2012 
resolvió que, en la ponderación de de­
rechos, se permitiera una excepción al 
derecho fundamental de la protección 
de datos personales. Por lo que no es 
una protección absoluta y que la pon­
deración debe realizarse caso por caso, 
de manera que: "lo que hay que poner 
en la balanza es el interés público que 
se promovería con la divulgación de los 
datos personales y el interés público en 
mantener la privacidad de esa informa­
ción, es decir, ponderar los beneficios 
que se alcanzarían con la divulgación 
de la información personal en contra­
posición con los perjuicios que ocasio­
naría dicha apertura."15 

La argumentación del proyecto in­
corporó la rendición de cuentas me­
diante el ejercicio del derecho a la in­
formación como criterio que se ha 
sostenido en la controversia constitu­
cional 61/2005. Y el proyecto se inclinó 
a sostener que la expresión "reserva 
absoluta" del artículo 69 del CFF sólo 
comprende los datos personales de los 
contribuyentes y únicamente se vuel­
ve absoluta cuando no ha sido supe­
rada por razones de interés público, 
con lo cual, se realizó un test "interés 
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público" y se ponderaron dos derechos 
fundamentales: el derecho al acceso a 
la información, por lo que el proyecto 
propuso modificar la sentencia recu­
rrida en la parte relacionada con la 
interpretación, conforme del artículo 
impugnado. Además, consideró que los 
agravios hechos valer por la quejosa 
fueron fundados. 

Por otro lado, en el proyecto tam­
bién se estudiaron los conceptos de vio­
lación en contra del acto de aplicación, 
es decir, el acto del SAT por el que niega 
dar la información solicitada, pues fun­
damentó que eran datos protegidos por 
el secreto fiscal de acuerdo con el artícu­
lo 69 del CFF. Y el proyecto sostuvo que la 
autoridad responsable debió haber reali­
zado una prueba del daño para justificar 
la reserva de la información relaciona­
da con los créditos fiscales cancelados; 
por lo tanto, se había considerado que 
eran fundados los conceptos de viola­
ción, en los que se argumentan razo­
nes de interés público para revelar a la 
quejosa, en el caso concreto, los datos 
personales de los contribuyentes que 
le fueron solicitados. 

En el proyecto, el ministro realizó 
un test de interés público con base en 
los siguientes pasos: (1) constatar si en 
el caso concreto la información soli­
citada se encuentra protegida por el 
secreto fiscal; (2) establecer si existen 
factores de interés público a favor de 
la apertura; {3) identificar los facto-

res de interés público en contra de la 
apertura y, :finalmente, (4) ponderar las 
razones en favor y en contra de la di­
vulgación de la información. Consideró 
que la información sobre los créditos 
fiscales no es una información protegi­
da por el secreto fiscal y deben ser del 
conocimiento público porque constitu­
yen un gasto fiscal. En dicho sentido, 
se consideró que "los nombres de las 
personas beneficiadas aportan infor­
mación para hacer más transparente 
el proceso de toma de decisiones que 
llevó a cabo la autoridad tributaria 
al cancelar los créditos fiscales de las 
personas ( ... ). Además, se indicó que 
conocer los nombres de las personas 
beneficiadas por la política pública de 
cancelaciones de créditos fiscales es 
un elemento que también contribuye a 
la rendición de cuentas de las autori­
dades tributarias, y finalmente, la in­
formación solicitada permite conocer 
aspectos relacionados con la actuación 
de la autoridad en el ámbito de la ad­
ministración de los recursos públicos, 
de acuerdo con los artículos 134 y 6 de 
la Constitución federal.16 

En el balance de razones en favor 
y en contra de la apertura, el proyec­
to del ministro Zaldívar Lelo de Larrea 
sostuvo que si existiera un riesgo de 
afectar el adecuado funcionamiento de 
la administración tributaria, la segu­
ridad de los contribuyentes o generar 
un malentendido que pudiera afectar 
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la fama pública de las personas, era 
importante destacar que ese riesgo 
estaría ocasionado por la divulgación 
de datos personales vinculados a una 
política pública tributaria que se tra­
duce en un gasto fiscal realizado por el 
gobierno. Ante este escenario, de confor­
midad con el principio de máxima publi­
cidad, la transparencia, la rendición de 
cuentas y la publicidad del gasto que 
se promueve con la divulgación de la 
información solicitada deben tener ma­
yor peso que el interés en mantener 
la protección de datos personales so­
licitados. Por lo demás, la publicidad 
de esa información resultaba crucial 
para determinar si la autoridad tribu­
taria se condujo de conformidad con los 
principios de eficiencia, eficacia, eco­
nomía, transparencia y honradez que 
disciplinan el ejercicio del gasto públi­
co de conformidad con el artículo 134 
constitucional. Y por todo lo anterior, 
dicho proyecto consideró que fueron 
fundados los conceptos de violación en 
los que se esgrimen razones de interés 
público para revelar a la quejosa los 
datos de los contribuyentes que fueron 
beneficiados por la cancelación de los 
créditos fiscales. 

Este proyecto se discutió en el Ple­
no de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación y sostenía la inconstitucionali­
dad de artículo 69. Sin embargo, no fue 
aprobado y, en el engrose, el ministro 
encargado estableció que los agravios 

hechos valer por la recurrente eran 
infundados e inatendibles, por lo que 
se confirmó la sentencia recurrida y se 
negó el amparo solicitado. La mayoría 
de los ministros votaron en contra del 
proyecto y el ministro Zaldívar formu­
ló un voto concurrente. Así las cosas, 
y como consecuencia de la negativa de 
otorgar la Justicia en este caso paradig­
mático, las listas de deudores fiscales 
se siguen protegiendo por el régimen 
del secreto fiscal bajo el Código Fiscal 
de la Federación vigente. 

¿DÓNDE ESTÁN LOS DILEMAS? 

Primero, hay un dilema en la falta de 
homologación de las leyes, pues no ga­
rantizan de la misma manera el mis­
mo derecho a la información y tampoco 
protegen la confidencialidad de la in­
formación con el mismo cuidado. Por 
causas lógicas a su historia, el secreto 
fiscal no ha podido ser definido por la 
autoridad fiscal, no se ha demostrado 
que resguarda un derecho concreto pues 
el texto legal es impreciso. De esta ma -
nera, tal como ahora está regulado el 
secreto fiscal y de acuerdo con su his­
toria legislativa, no nos queda más 
que ser intuitivos de las razones de su 
existencia y de sus excepciones. De tal 
suerte, que la armonización debe darse 
entre la Ley de Transparencia (LFTAI -
PG), el Código Fiscal de la Federación, 
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la Ley de Presupuesto y Responsabili­
dad Hacendaria, la Ley de Ingresos de 
la Federación y la Ley del Servicio de 
Administración Tributaria. 

El segundo dilema es que el artícu­
lo 69 del Código Fiscal de la Federación 
otorga un trato distinto a las autorida­
des y a los contribuyentes cuando se 
trata de abrir información tributaria. 
Pues mientras que a las primeras les 
es fácil entregarle información de los 
contribuyentes cuando se trata de pen­
sión alimenticia, reparto de utilidades, 
investigación de delitos, intercambio in­
ternacional de información, intereses 
fiscales, lavado de dinero, riesgos sani­
tarios, en materia de competencia eco­
nómica, partidos políticos, precios de 
transferencia, o bien por acuerdo ex­
preso del secretario de Hacienda y Cré­
dito Público (SHCP) se podrán publicar 
datos personales e información de las 
empresas contribuyentes, tales como 
la razón social, nombre, domicilio, ac­
tividad, ingreso total, utilidad fiscal y 
contribuciones, entre otros. 

En contraste, para los particulares 
es imposible el acceso según la ley, sal­
vo que sean sociedades de información 
crediticia autorizadas, a quienes la au­
toridad podrá darles información so­
bre créditos fiscales firmes. Es así, que 
no existe un mismo rasero para las au­
toridades ni para los contribuyentes. 

Dentro este panorama existe un 
doble discurso de la autoridad fiscal, 

pues por un lado, niega el acceso a la 
información a los contribuyentes con 
base en la reserva absoluta del secreto 
fiscal, y por otro lado, en las notas in­
formativas y comunicados al público en 
general que emite el SAT usualmente 
dan a conocer nombres, apellidos o ra -
zones sociales de los probables respon­
sables en materia de delitos fiscales o 
de evasión fiscal sin que se haya finca­
do la responsabilidad penal por la au­
toridad jurisdiccional correspondiente. 
Y esta situación usualmente permite 
que se mediatice un tema jurídico que 
no ha sido juzgado y que pueda cau­
sar daño a la imagen, al honor y a la 
privacidad de un particular o el buen 
nombre de una empresa. 

El tercer dilema es que desgracia­
damente, hoy por hoy el secreto fiscal 
no responde a los estándares de buenas 
prácticas de transparencia y acceso a la 
información, pero tampoco al marco ju­
rídico mexicano de la protección de los 
datos personales. Porque el Código Fiscal 
resguarda información de particulares 
privados (datos personales) y de empre­
sas sin hacer esa distinción y ello va en 
contra de las distintas normas de pro­
tección y garantías que la Constitución 
mexicana y la LFTAIPG establecen. Es así, 
que se mezcla información económica 
y personal de los contribuyentes, que 
es información que debe estar clasifi­
cada como confidencial, así como in -
formación que es reservada y que debe 



20

DENTRO ESTE 
PANORAMA EXISTE UN 
DOBLE DISCURSO DE 
LA AUTORIDAD FISCAL, 
PUES POR 
UN LADO, NIEGA EL 
ACCESO A LA INFORMA­
CIÓN A LOS CONTRIBU­
YENTES CON BASE EN 
LA RESERVA ABSOLUTA 
DEL SECRETO FISCAL, 
Y POR OTRO LADO, EN 
LAS NOTAS INFORMA­
TIVAS Y COMUNICA­
DOS AL PÚBLICO EN 
GENERAL QUE EMITE EL 
SAT USUALMENTE DAN 
A CONOCER NOMBRES, 
APELLIDOS O RAZONES 
SOCIALES DE 
LOS PROBABLES 
RESPONSABLES EN 
MATERIA DE DELITOS 
FISCALES O DE EVA­
SIÓN FISCAL SIN QUE 
SE HAYA FINCADO LA 
RESPONSABILIDAD 
PENAL POR LAAUTORI· 
DAD JURISDICCIONAL 
CORRESPONDIENTE. 

darse a conocer por causas de interés 
público, como es el caso de la cance­
lación, condonación, exenciones, sub­
sidios, devolución de contribuciones, o 
cuando implique un gasto fiscal para el 
Estado. 

Finalmente, y en cuarto lugar, está el 
dilema de que si se cumple con la LFTAI­
PG se incumple con el Código Fiscal. A la 
reserva fiscal establecida en el artículo 
69 del CFF corresponde al servidor públi­
co la sanción de uno a seis años de pri­
sión, la revelación en contravención a lo 
dispuesto por el artículo 69 de este Códi­
go de "la información que las institucio­
nes que componen el sistema financiero 
hayan proporcionado a las autoridades 
fiscalesn (articulo 114-B, CFF). Asimismo, 
algunas infracciones a funcionarios o 
empleados públicos pueden ser impues­
tas por los artículos 87 y 88, CFF: 

rv. Divulgar, hacer uso personal o 
indebido de la información confi­
dencial proporcionada por terce­
ros independientes que afecte su 
posición competitiva a que se re­
fieren los artículos 46, fracción IV y 
48, fracción VII de este Código. 

V. Revelar a terceros, en contraven­
ción a lo dispuesto por el artículo 
69 de este Código, la información 
que las instituciones que compo­
nen el sistema financiero hayan 
proporcionado a las autoridades 
fiscales. 

Esta sanción genera muchas confusio­
nes y, sobre todo, ha sido justificación 
para sostener la situación de absoluto 
secreto de los créditos fiscales. 

Como se ha demostrado enlosan­
tecedentes, desgraciadamente mediante 
las vías administrativa y jurisdiccio­
nal no fue posible abrir el secreto fis­
cal de los deudores beneficiados con la 
cancelación o condonación de créditos 
fiscales; aunque sirvió para abrir el de­
bate y, además, empujar la apertura 
legislativa. Es así que es importante se­
ñalar que en la propuesta de reforma 
hacendaria presentada en septiembre 
por el presidente de la República, En­
rique Peña Nieto, se han incorporado 
algunos avances en el conocimiento de 
la información fiscal de los deudores 
tributarios. En este sentido, hubo pro­
gresos en la apertura del secreto fiscal 
consagrado en el artículo 69 CFE Las 
modificaciones presentadas por el Eje­
cutivo al mencionado artículo fueron 
discutidas y aprobadas por el Congre­
so de la Unión y se refirieron a cam­
bios a comprobantes fiscales digitales 
(Párrafo primero); se adecuó el nombre 
de la Comisión Federal de Competencia 
Económica y se introdujo el de Institu­
to Federal de Telecomunicaciones (Pá­
rrafo segundo); se armonizaron los nú­
meros de los artículos con la nueva ley 
del Impuesto sobre la Renta en el tema 
de precios de transferencia (Párrafo 
cuarto); se modificó el párrafo sexto y 
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se incorporaron tratados internaciona- es que también se introdujo en el pro­
les y las recomendaciones de la OCDE; cedimiento de aclaración, las pruebas 
en los párrafos octavo, noveno y déci- de daño por parte de los particulares. 
mo se introdujeron las reglas del INEGI En este sentido, se están dando peque­
que estaban sancionadas en la Ley de ños pasos en la transparencia en el ac­
Ingresos; se adicionó el párrafo undé- ceso a la información de los deudores 
cima que se refiere a: A) Los créditos de los créditos fiscales. 
fiscales firmes, B) Créditos exigibles no 
pagados ni garantizados, C) Contribu-
yentes no localizables, D) Comisión de 
Delito Fiscal, F) Cancelación de créditos 
fiscales incobrables, G) Condonación de 
créditos fiscales; se adicionó el párrafo 
duodécimo y se refiere a la publicación 
de datos como el nombre, razón social, 
clave del RFC; el párrafo décimoctavo 
estableció un procedimiento de acla-
ración. Y para hacer consistentes estas 
reformas también se tocaron los artí-
culos 146-A (se derogó el párrafo quin-
to); 33 antepenúltimo párrafo (difusión 
mediante reglas de carácter general) 
y respecto a las consultas tributarias 
(último párrafo del artículo 34). 

En resumen, en lo que respecta 
este tema vía legislativa finalmente se 
abrió el secreto fiscal de los deudores 
tributarios con créditos fiscales firmes; 
créditos fiscales exigibles pero no ga­
rantizados; también a aquéllos se les 
concede algún trato distinto en la ley, 
como la cancelación o condonación; 
deudores tributarios no localizados; los 
deudores tributarios que hayan recibi­
do sentencia condenatoria por delitos 
fiscales. Pero quizá lo más importante 
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ABC del secreto 
de los deudores 
ffscales 

CAPÍTULO 

1 1 

DONDE HAY SECRETO, 
HAY TRANSPARENCIA 

EN EL DEBATE HA HABIDO AUTORIDADES Y PER· 
SONAJES PÚBLICOS QUE AFIRMARON QUE LA IN· 
FORMACIÓN DE LOS DEUDORES DE CRÉDITOS FIS· 
CALES NO ES SUJETA A LA LFTAIPG, como si se 
tratara de una materia excluida de la 
ley; cosa que no es tal. Se ha pretendido 
sin mucho éxito buscar un argumen­
to sólido para dejar "al fisco lo que es 
del fisco" ya que el secreto :fiscal tiene 
más tradición jurídica que el acceso a 
la información y la transparencia, pues 
el secreto fiscal se legalizó desde el pri­
mer Código Fiscal de la Federación de 
1938 que reguló por primera vez la ha­
cienda pública después de la Revolu­
ción Mexicana. Desgraciadamente, los 
conceptos establecidos en aquel cuer­
po legislativo, con el paso del tiempo 
se han ido recogiendo en los siguientes 
códigos :fiscales y, con ello, sigue estan­
do vigente. 

Por esto consideramos fundamen­
tal explicar la relación que tienen los 
secretos dentro de un gobierno demo­
crático y su inseparable vínculo con la 
apertura, la transparencia y la protec­
ción de derechos empresariales y datos 

personales. Resguardar información 
es necesario e indispensable para cual­
quier gobierno democrático, pero aquí se 
discute si esa reserva es aplicable a las 
listas de deudores en la actualidad. 

¿CUAL ES EL SECRETO EN LOS DEUDORES? 

Los secretos son a la apertura, lo que 
los gobiernos son a los ciudadanos. 
Sin unos no hay otros, es una relación 
causal inseparable. De manera que tan 
correcto y legal puede ser publicar in­
formación que por afectarle a todos los 
ciudadanos debe darse a conocer, como 
lo es reservarla por razones jurídicas 
como la seguridad nacional, el orden 
público o la recaudación tributaria. Pero 
algo que es característico de este sis­
tema es, que las razones de abrir y las 
razones de reservar son siempre jus­
tificadas por la autoridad y deben ser 
transparentes hacia la ciudadanía. 

Es difícil comprender por qué se 
quiere mantener un secreto si no hay 
una explicación de qué es lo que se 
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quiere proteger. Cuando los poderes 
ejecutivos clasifican como confidencia­
les las placas y los números celulares 
de las máximas autoridades de la Se­
cretaría de Seguridad Pública, lo hacen 
identificando que el daño que puede 
producirse por abrir dicha información 
es porque se pone en riesgo la estra­
tegia de seguridad, la vida de los fun­
cionarios públicos y de sus familias. 
O cuando se reservan los expedientes 
no concluidos de un caso criminal en 
proceso, se advierte que de revelarse 
se puede poner en peligro a los testi­
gos, víctimas e inculpados, así como la 
resolución justa del propio caso, si los 
medios de comunicación anticipan un 
veredicto. Aun cuando se clasifican los 
expedientes clínicos a personas que no 
son los titulares de esos expedientes, 
se fundamenta por ley y en el acto de 
motivar que se protege el derecho a la 
vida privada de las personas, que pudiera 
ser afectada en su honor, su privacidad o 
ser sujeto de alguna discriminación. 

Cuando la SHCP y el SAT protegen 
la información de los contribuyentes, 
resguardan cualquier información que 
contenga datos de las personas morales 
que éstas entregan al fisco en cumpli­
miento de sus obligaciones tributarias; 
también los datos personales de las per­
sonas fisicas, como su situación fiscal, 
el cumplimiento de declaración, pago 
de impuestos, deducciones y su infor­
mación contable. Sabemos entonces lo 

que se resguarda, pero no sabemos por 
qué se resguarda. 

Jurídicamente, las razones para guar­
dar un secreto siempre deben hacerse 
transparentes, estar justificadas y ser le­
gítimas en una democracia. Pero cuando 
estas razones son confusas, inconsis­
tentes y no están motivadas en una ley; 
entonces las reglas del juego cambian 
y se pasa a un estado de ilegalidad, de 
misterio. En principio, el secreto de los 
deudores es el mismo secreto que el de 
los cumplidores de los créditos fiscales, 
porque es la misma información que 
resguarda el secreto fiscal. Sin embar­
go, cuando a los deudores de créditos 
fiscales se les concede un trato distinto 
como la cancelación o condonación de 
créditos fiscales, y el monto del crédito 
fiscal es una cantidad considerable, pues 
existe un interés de la ciudadanía de sa­
ber por qué se otorgó dicho beneficio. 

Por ejemplo, piénsese en el caso de 
la condonación en 2013 al ayuntamien­
to de Naucalpan por la cantidad de 178 
millones de pesos por no haber paga­
do el Impuesto sobre la Renta durante 
seis años. En 17 este caso existe un interés 
público por conocer las razones por las 
cuáles se condonaron créditos fiscales y 
por las cuáles la autoridad fiscal no ejer­
ció con oportunidad sus facultades de 
ejecución del crédito fiscal, es decir, por 
qué lo dejó de cobrar. Las razones de 
la cancelación de créditos fiscales son 
muy distintas a las razones de las con-
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LOS SECRETOS SON A 
LA APERTURA, LO QUE 
LOS GOBIERNOS SON 
A LOS CIUDADANOS. 
SIN UNOS NO HAY 
OTROS, ES UNA RELA­
CIÓN CAUSAL INSEPA­
RABLE. DE MANERA 
QUE TAN CORRECTO Y 
LEGAL PUEDE SER PU­
BLICAR INFORMACIÓN 
QUE POR AFECTARLE A 
TODOS LOS CIUDADA­
NOS DEBE DARSE 
A CONOCER, COMO LO 
ES RESERVARLA POR 
RAZONES JURÍDICAS 
COMO LA SEGURIDAD 
NACIONAL, EL ORDEN 
PÚBLICO O LA RECAU­
DACIÓN TRIBUTARIA. 

donaciones de créditos fiscales, pero 
siempre se van a identificar que pro­
ceden de facultades discrecionales de 
la autoridad tributaria que deben ser 
explicadas a los ciudadanos. 

Otro caso es el de la condonación 
que otorgó el SAT a la empresa Tele­
visa por más de 3 mil 334.9 millones 
de pesos, conforme al artículo Tercero 
Transitorio de la Ley de Ingresos de la 
Federación para 2013 y que formó par­
te del programa "Ponte al Corriente". 
Este tema salió a la luz pública por la 
bursatilización de las acciones de Te­
levisa, y el SAT tuvo que dar explica­
ciones sobre la condonación realizada. 
Principalmente manifestó que se debió 
a las facultades que le otorgó el Con­
greso de la Unión mediante la Ley de­
Ingresos de la Federación, sin embargo, 
en el Diario de Debates del Congreso 
de la Unión no hubo una explicación 
exhaustiva del porqué se llevó a cabo 
dentro del programa de condonación.18 

Es aquí donde el acceso a la infor­
mación sobre las razones de las condo­
naciones y las cancelaciones permiten 
una abierta rendición de cuentas, tanto 
de la autoridad legislativa como de la 
autoridad que fiscaliza las obligaciones 
tributarias. Por ello la necesidad de es­
tablecer el secreto fiscal como un secre­
to democrático y no como un misterio. 

Los misterios nunca se sabrán, 
porque alguien destruyó la evidencia 
y los documentos por los que algún 

día se pudiera conocer la verdad; sim­
plemente no la documentó en acuer­
dos oficiales, o bien porque quedan tan 
resguardados, que el público nunca los 
conocerá. En cambio, los secretos de 
gobierno se establecen por una ley, la 
misma que obliga a documentar los 
actos y en la que los representantes 
de la ciudadanía como los senadores y 
diputados, legislan una excepción a la 
apertura y al derecho a la información 
de la sociedad a conocer una verdad. 

Estos secretos de gobierno tienen 
la característica de ser relativos y no 
absolutos, lo que significa que resguar­
dan del conocimiento público cierta 
información que sí conoce un reducido 
número de funcionarios públicos y que 
no será un secreto eterno, sino que se 
conservará por cierto periodo necesa­
rio y proporcional. 

Mientras que los secretos son ex­
cepcionales y temporales, los misterios 
son la costumbre y son eternos. Los se­
cretos son lo razonable, lo necesario y 
con garantías que evitan que se abuse 
del secreto. Al paso del tiempo los se­
cretos se abren y se conocen, porque 
los derechos y la información que pro­
tege el secreto no son absolutos, o bien, 
tienen una vigencia y tarde o tempra­
no dejarán de ser una amenaza para 
los derechos de una persona o de los 
intereses del gobierno. Los secretos no 
deben de servir para cubrir los actos 
de corrupción o de aplicación desigual 
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de la ley; sirven para proteger derechos 
fundamentales establecidos en la ley 
mexicana. 

Así que conocer los montos de las 
deudas, los deudores y las razones por 
las que se perdonan, condonan o can­
celan las deudas, no debe bailar en el 
limbo de los misterios. En materia tri­
butaria no se justifican los misterios 
pues estos permiten privilegios, preben­
das y beneficios arbitrarios que hacen 
más difícil la credibilidad del ciudada­
no a las instituciones como el SAT o 
la propia SCHP. Es por eso importante 
recobrar la confianza del ciudadano, a 
través de una regulación adecuada de 
la transparencia de las razones y ex­
cepciones del secreto fiscal. 

¿COMO SE TRANSPARENTAN LOS SECRETOS? 

El secreto fiscal se justifica cuando res­
guarda datos confidenciales que pueden 
poner en peligro datos personales y la 
vida privada de las personas. También 
se justifica cuando se pongan en riesgo 
la recaudación de las contribuciones y 
las facultades de comprobación e, in­
cluso, facultades de investigación de 
delitos. 

La clave de entender la transpa­
rencia es encontrarse frente a un caso 
de interés público en el que se trata de 
mantener en secreto información que 
debería ser del conocimiento público, 

porque conocer la calidad de la admi­
nistración de los ingresos del país afec­
ta a los intereses de los ciudadanos. Por 
ejemplo, cuando un funcionario pú­
blico ha cometido actos de corrupción, 
fraude o un trato desigual al del resto 
de los que pagan impuestos. 

Esta apertura o publicidad de la in­
formación no es de ninguna manera 
irresponsable, y menos ilegal. Se trata de 
una decisión de transparentar conside­
rando el menor el daño posible, mientras 
se cumple con el objetivo democrático de 
gobernar con rendición de cuentas. El de­
recho mexicano tiene reglas para poder 
determinarla apertura o secreto de ca­
sos donde puede prevalecer el interés 
público. Como en todo, sólo hace falta 
conocer la técnica, y las leyes, criterios 
y doctrina reconocen a ésta como la 
prueba de interés público. 

Por ejemplo, es de interés público por 
conocer si las empresas dentro del grupo 
de los grandes contribuyentes efectiva­
mente pagan impuestos proporcionales 
a su capacidad contributiva. Para estos 
casos pueden existir mecanismos espe­
cíficos que protejan los derechos de com­
petencia de las empresas, pero que evi­
dencien el incumplimiento de la ley; así 
como normas que controlen el daño al 
erario público. 

Al lado de las pruebas de interés 
público que debe argumentar el IFAI 
en sus resoluciones, también existe 
otra manera de abrir el secreto fiscal, 
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y es a través de la ley. Es decir, que por 
mandato legislativo las cámaras legis­
lativas aprueben una ley que abra el 
secreto fiscal como lo hace actualmen­
te el Código Fiscal de la Federación en 
sus excepciones hacia las autoridades 
y al Buró de Crédito. Y por último, estas 
pruebas de interés público también se 
pueden argumentar vía jurisdiccional 
mediante un juicio de amparo. Sin em­
bargo, todo esto apenas está en cons­
trucción en México. 
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ABC del secreto 
de los deudores 
ffscales 

CAPÍTULO 

1 1 1 

TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA 
INFORMACIÓN DE LOS DEUDORES 

CUANDO SE HABLA DE TRANSPARENCIA GUBER· 
NAMENTAL, a menudo se quiere entender 
que el gobierno debe hacer de conoci­
miento del público el ejercicio de los 
recursos y finanzas del Estado. Esta 
idea muestra solamente una parte de 
la transparencia gubernamental, que 
deja fuera del escrutinio público las ac­
tividades de definición de los impuestos, 
recaudación de impuestos, cancelación y 
condonación de las deudas tributarias y 
de las políticas fiscales que permiten que 
un gobierno recupere y preserve sus re­
cursos. 

Nosotras nos preguntamos, ¿será 
que los procedimientos de cancelación 
de créditos son tan complejos que nadie, 
solo quienes los hacen, los pueden en­
tender? ¿Pueden las autoridades fiscales 
producir procesos fiscales simples, cla­
ros y transparentes? La postura de la 
transparencia tributaria discute contra 
aquellos que consideran que la política 
fiscal, la recaudación y el perdón de las 
deudas o créditos fiscales no deben ser 
del conocimiento público porque co­
rresponden a una potestad exclusiva 

del Estado, y al conocimiento exclusivo 
de los expertos fiscalistas dentro de la 
función pública. Pero, en realidad, los 
procedimientos son bastante simples de 
comprender para los círculos de perso­
nas interesadas y quienes se interesan 
en la transparencia tributaria. 

OBLIGACIONES DETRANSPARENTAR LAS LISTAS DE 
DEUDORES 

En México, el princ1p10 de la trans­
parencia tributaria se aplicó desde 
el siglo XIX con la publicación de los 
"folletos fiscalesn que hacían del cono­
cimiento público, en forma de panfle­
tos, las reformas fiscales que aprobaba 
el Congreso de la Unión cada año y que 
debían conocerlas todos los contri­
buyentes para poder cumplir con sus 
obligaciones apropiadamente. Estos fo­
lletos son los antecedentes de lo que 
hoy se conoce como miscelánea fiscal, 
que sigue siendo puesta a disposición 
del público informando de las normas 
y que ofrece certeza a los contribuyen-
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EN LA LFTAIPG LA 
INFORMACIÓN DE 
LOS DEUDORES SE 
ENCUENTRA UBICADA 
COMO ªINFORMACIÓN 
RESERVADAH, YA QUE 

PODRÍA DAÑAR LA 
ESTABILIDAD FINAN­
CIERA, ECONÓMICA O 
MONETARIA DEL PAÍS; 
O BIEN, CAUSAR UN 
SERIO PERJUICIO A 
LAS ACTIVIDADES DE 
VERIFICACIÓN DEL 
CUMPLIMIENTO DE LAS 
LEYES, PREVENCIÓN O 
PERSECUCIÓN DE LOS 
DELITOS, LA IMPARTl­
CIÓN DE LA JUSTICIA, 
LA RECAUDACIÓN DE 
LAS CONTRIBUCIONES, 
LAS OPERACIONES DE 
CONTROL MIGRATORIO, 
LAS ESTRATEGIAS 
PROCESALES EN 
PROCESOS JUDICIALES 
O ADMINISTRATIVOS 
MIENTRAS LAS 
RESOLUCIONES NO 
CAUSEN ESTADO. 

tes. Estas obligaciones de transparentar 
es a lo que Smith y Neumark se referían 
con transparencia tributaria, sin embar­
go, el alcance de este concepto ya ha sido 
rebasado por las circunstancias y con­
textos contemporáneos. 

Un caso concreto es cuando la trans­
parencia en los ingresos consiste en ha­
cer públicos los montos de las devolu­
ciones que se realizan en cada caso en 
los distintos impuestos tanto federales 
como locales. Por ejemplo, dar a cono­
cer a los contribuyentes el monto de 
las devoluciones por concepto de tasa 
cero del Impuesto al Valor Agregado a 
alimentos y medicinas, o el monto de 
las devoluciones en el régimen de ma­
quilas. De esta manera, que los ciuda­
danos tengan el mapa de lo recaudado, 
lo devuelto, lo no cobrado por parte de 
la autoridad fiscal. 

Sin embargo, de acuerdo con nues­
tro actual régimen jurídico, tanto en 
transparencia como tributario, no exis­
te la obligación de transparentar a los 
deudores de créditos fiscales, salvo en 
supuestos muy específicos como en el 
caso de 'Televisa, que tuvo que informar a 
la Bolsa Mexicana de Valores la condona­
ción del pago del Impuesto sobre la Renta 
que le había aplicado el SAT. Por lo tanto, 
si atendemos al espíritu del articulo 69 
del Código Fiscal de la Federación, hoy 
por hoy no hay en dicho cuerpo legisla­
tivo el ánimo de transparentar listas de 
deudores de créditos fiscales. 

Por otro lado, existen muchas reglas 
que permiten que los procedimientos de 
cancelación y condonación sean públi­
cos; de hecho, estos procedimientos de­
ben estar siempre previstos en una ley. 
Bajo las obligaciones de la LFTAIPG, es a 
través de la publicidad de las minutas 
de las reuniones y las resoluciones que 
todo acto administrativo concluido es 
público. 

Incluso aunque estas actividades 
no sean transparentes a la sociedad, no 
significa que carezcan de candados ins­
titucionales y controles. Las leyes esta­
blecen que el control de los ingresos y 
gastos debe estar verificado por la au­
ditoría y la contraloría. Es el caso de la 
Auditoría Superior de la Federación de 
la Cámara de Diputados, que realiza 
año con año una revisión ex post del 
gasto público ejercido. De ahí que sur­
ja la revisión de la Cuenta Pública por 
parte del Auditor Superior de la Federa­
ción y que se publique el Decreto rela­
tivo a la revisión de la Cuenta Pública. 

Y con la publicidad de dicho De­
creto, sumado con los indicadores de 
resultados que publican las distintas 
autoridades en sus presupuestos, pue­
den mostrar parte del panorama gene­
ral y ayudar al ciudadano a revisar si 
la autoridad fiscal realizó, conforme a la 
ley. la recaudación correspondiente en 
dicho año. Aunque además de la infor­
mación que las autoridades y poderes 
hacen pública por obligación de ley o ini-
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dativa propia, es también posible acce­
der a través de solicitudes específicas. 

ACCESO A LA INFORMAOÓN DE DEUDORES FISCALES 

La transparencia de cancelación y 
condonación de créditos fiscales no es 
una obligación enlistada en la ley; donde 
las dependencias de gobierno debieran 
publicar automáticamente estos actos. 
Por lo que el camino siguiente para un 
ciudadano que quiera conocer a quiénes 
les han sido cancelados estos créditos 
está a través de la solicitud de acceso a la 
información. Aquí explicamos cómo fun­
ciona esta vía en la práctica y cuáles son 
sus obstáculos y dificultades. 

En la LFTAIPG la información de 
los deudores se encuentra ubicada como 
"información reservada", ya que podría 
dañar la estabilidad financiera, eco­
nómica o monetaria del país; o bien, 
causar un serio perjuicio a las activi­
dades de verificación del cumplimiento 
de las leyes, prevención o persecución de 
los delitos, la impartición de la justicia, 
la recaudación de las contribuciones, las 
operaciones de control migratorio, las 
estrategias procesales en procesos judi­
ciales o administrativos mientras las re­
soluciones no causen estado.19 

La LFTAIPG, en el artículo 14, es­
tablece la reserva de la información 
temporal y no una reserva por tiempo 
indefinido. Así que cuando concluya el 

periodo de reserva de 12 años, o las cau­
sas que hayan dado origen a la reserva 
de la información, podrá ser desclasifica­
da. Porque las causas que dieron origen a 
su clasificación en cierto momento de la 
historia se extinguen.20 

Se ha demostrado que la informa­
ción tributaria es materia de reserva, 
sin embargo, no queda claro si esta infor­
mación es también considerada confi­
dencial de acuerdo con lo que establece 
el artículo 18 de la LFTAIPG, donde son 
los particulares los que entregan la in­
formación a la autoridad con el carác­
ter de confidencial, y son ellos los que 
podrían autorizar bajo consentimiento 
la revelación de sus datos personales.21 

En todo caso, el contenido del secreto 
fiscal sería materia resguardada por el 
artículo 18 y no por los artículos 13y14, 
que protegen un bien jurídico de interés 
público y no privado, como es la vida 
privada de los particulares y el patri­
monio de las empresas. 
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ABC del secreto 
de los deudores 
ffscales 

CAPÍTULO 

IV 

TIPOS DE DATOS: DERECHOSY 
PROTECCIONES DIFERENTES 

IMAGINEMOS QUE EN UNA MISMA BOLSA SE 
PROTEGEN LOS DATOS DE LAS EMPRESAS IGUAL 
QUE LOS DATOS DE UN CIUDADANO X; la vida 
de un ciudadano no es equivalente a los 
derechos de las empresas a existir y co­
mercializar, por más relevante que sea 
su papel en la vida social, pues vivimos 
bajo un sistema jurídico que protege a 
los individuos y sus derechos humanos. 

En el caso de la publicidad de las lis­
tas de deudores de créditos cancelados, 
las posibles afectaciones al abrir infor­
mación son de dos tipos. Una, a la vida 
privada de los individuos, y dos, a los de­
rechos de las empresas. Cada cual con su 
propia naturaleza y su propia garantía. 
No hay manera de imaginarse que el tra­
tamiento puede ser igual, porque en la 
defensa de sus derechos jamás tendrán 
una igualdad de condiciones. 

PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES 

El bien jurídico tutelado de los datos se 
mira a partir del marco jurídico de la 
protección de datos personales en Mé-

xico. De este marco se deduce que ante 
la diferencia sustancial entre personas 
físicas y jurídicas (morales), se presen­
tan diferentes tipos de protección. Las 
listas de deudores de créditos fiscales 
mezclan ambos tipos de datos, no por 
ello los procedimientos de administra­
ción y derechos de protección. 

En nuestra investigación histórica 
hemos demostrado que el secreto fiscal 
en el Código Fiscal de la Federación es 
anterior a la LFTAIPG, y la lógica con 
la que esté escrito el Código responde 
a un contexto en el que en México no 
se reconocía el derecho al acceso a la 
información como un derecho funda­
mental y tampoco la protección consti­
tucional a los datos personales.22 En la 
época en que el secreto fiscal fue crea­
do en México, el régimen de gobierno 
no tenía la forma democrática y no se 
regía por los principios de transparen­
cia y rendición de cuentas del gobierno 
hacia los ciudadanos. 

Aunque se ha querido argumentar 
en los últimos años que el secreto fis­
cal busca proteger la intimidad de las 
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personas, en realidad no existe sus­
tento en las leyes o jurisprudencia que 
pueda sostener esta postura. El artículo 
16 de la Constitución Política de los Es­
tados Unidos Mexicanos establece una 
escueta garantía a la vida familiar y 
las comunicaciones, que admite como 
excepción que el fisco por motivos de 
recaudación interfiera en esta esfera 
íntima. 

Los datos confidenciales son la res­
puesta juridica al interés de cada persona 
de lograr un ámbito personal para desa­
rrollar su vida23 y determinar libremente 
la intromisión de observadores externos. 
La protección de un interés se funda en 
el derecho subjetivo, es decir, en la posibi­
lidad del titular de ese interés de hacerlo 
valer frente a los demás -incluso frente al 
Estado- y de exigir su reparación cuando 
sea perjudicado.24 

El alcance de los datos personales 
implica la obligación del servidor público 
de conservar la exactitud y veracidad de 
los datos, proveer la seguridad técnica 
de su tratamiento y almacenamiento, 
así como notificar a las autoridades 
de control o supervisión de datos per­
sonales. Los sujetos de la información 
tienen, por lo tanto, el derecho de ser 
informados acerca del propósito de re­
colección de sus datos y del tratamien­
to que se les dará, del procedimiento 
para acceder a ellos, y del procedimien­
to para corregir; modificar o borrar los 
datos concernientes a su persona. Esta 

protección se extiende hacia las tecno­
logías de comunicación (Internet) y la 
informática (bases de datos). 

El derecho a la vida privada no es 
absoluto. En términos de Pacheco Puli­
do, dicho derecho sólo puede ser afec­
tado, siempre que se ajusten las autori­
dades a los mandatos y procedimientos 
legales, y si fundan y motivan sus re­
soluciones.25 Así mismo, el derecho a la 
protección de datos personales tampoco 
es absoluto. Ésta es la conformación de 
la información confidencial, según se ha 
entendido en nuestra LFTAIPG. 

PROTECCIÓN DE INFORMACIÓN DE EMPRESAS 

La información de las empresas contri­
buyentes son el nombre, razón social, 
domicilio particular; compraventa de 
inmuebles, coches, entre otros. Pero ade­
más de esta información se encuentra 
la información contable, que se refleja 
en la declaración de contribuciones, ta­
les como la base imponible, deducciones, 
base liquidable, además del domicilio 
fiscal y el Registro Federal de Contribu­
yentes. La información de relevancia 
tributaria o contable deviene de una 
obligación de tr ibutar. Esta obligación 
viene acompañada de ciertos derechos, 
como el de ser informados y orienta­
dos por la autoridad fiscal. 

Ahora bien, no es ninguna nove­
dad que el Estado exija transparencia-
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EN EL CASO DE LA 
PUBLICIDAD DE LAS 
LISTAS DE DEUDORES 
DE CR~DITOS CANCE­
LADOS, LAS POSIBLES 
AFECTACIONES AL 
ABRIR INFORMA­
CIÓN SON DE DOS 
TI POS. U NA, A LA 
VIDA PRIVADA DE LOS 
INDIVIDUOS, Y DOS, 
A LOS DERECHOS DE 
LAS EMPRESAS. CADA 
CUAL CON SU PROPIA 
NATURALEZA Y SU 
PROPIA GARANTÍA. 
NO HAY MANERA DE 
IMAGINARSE QUE EL 
TRATAMIENTO PUEDE 
SER IGUAL, PORQUE 
EN LA DEFENSA DE SUS 
DERECHOS JAMÁS TEN­
DRÁN UNA IGUALDAD 
DE CONDICIONES. 

tributaria a las empresas. Esta práctica 
se conoce como la doctrina del "levan­
tamiento del velo" y tiene sus orígenes 
en Europa y los Estados Unidos. Los tri­
bunales tienen dichas facultades en 
diversos países para conocer la situación 
de las empresas y evitar fraudes o deli­
tos de evasión de impuestos. 26 Pero esta 
apertura o levantamiento del velo no 
opera hacia la sociedad, sino sólo a la au­
toridad. 

Sin embargo, las empresas tienen 
derecho a la protección de su informa­
ción y de su prestigio y buen nombre, 
tanto en México como en el mundo. Se 
trata de derechos privados que consa­
gran las leyes que rigen la vida de las 
empresas, su constitución y la protec­
ción de las empresas frente a prácticas 
de competencia desleal o injusta. Los 
derechos fundamentales de las empre­
sas están en el Código de Comercio, 
el Código Civil, leyes de competencia, 
incluso dentro de sus propios estatu­
tos. Estas normas, sobre todo, protegen 
su patrimonio y su libertad comercial. 
Por ejemplo, protegen a las empresas 

contra la calumnia, el desprestigio y el 
daño moral que puedan crearle otros 
particulares o empresas en el ejercicio 
de la competencia desleal. 
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ABC del secreto 
de los deudores 
ffscales 

CAPÍTULO 

V 

PROS Y CONTRAS DE LA APERTURA 
DE LISTAS DE DEUDORES 

LOS ESTUDIOS DE lA PSICOLOGÍA ECON0MICA 
HAN ANALIZADO DURANTE AÑOS LAS RAZONES 
Y LOS DETERMINANTES QUE LLEVAN A LAS SO­
CIEDADES A PAGAR MEJOR LOS IMPUESTOS. 
Estos estudios usan el término moral 
de impuestos para referirse a aquellos 
sentimientos que tienen las personas 
hacia la idea del pago de impuestos y 
el cumplimiento de la ley. Se parte de 
que existe una relación de reciprocidad 
entre los ciudadanos y los gobiernos, 
donde a la obligación de pagar impues­
tos le corresponden ciertos derechos y 
servicios públicos. 

Estos estudios han encontrado que 
las variables que influyen son diversas, 
empezando por las socio-demográficas. 
Se sabe que las mujeres tienden a pagar 
mejor sus impuestos que los hombres, 
que las personas entre las edades de 30-
65 pagan mejor sus impuestos que las 
del rango entre los 16-29 años de edad, 
y que en general, las personas con ma­
yor escolaridad cumplen más sus obli­
gaciones fiscales.27 

Luego vienen otros factores que 
determinan que las personas paguen 

impuestos, como la confianza en las 
instituciones de gobierno y sentimien­
tos patrióticos. Mientras más confianza 
tienen los ciudadanos en sus gobier­
nos, más tienden a pagar sus impuestos 
y cumplir la ley. Otros factores son los 
obstaculizan tes e inhibidores del pago de 
impuestos. Aquí entran principalmente 
las posibilidades y probabilidades de ser 
visitados por la autoridad, auditados y 
sancionados. Todos estos son factores 
que pareciera que motivan el pago de 
impuestos, pero en gran parte de las 
investigaciones se demuestra lo con­
trario; son característicos de sistemas 
diseñados para pillos que no quieren 
pagar sus impuestos, y no para perso­
nas con quienes el gobierno puede esta­
blecer una relación de confianza. 

lA PERCEPCION Y MORAL DE IMPUESTOS 

La Piedra de Rosetta de los años 200 a.c. 
servía para mantener documentados 
los reportes de amnistía de impuestos y 
las deudas de aquellos que las tenían, 
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LA TRANSPARENCIA 
TRIBUTARIA AYUDA A 
ASEGURAR QUE LOS 
ACTORES GUBERNA­
MENTALES NO 
MALUTILICEN SUS 
PODERES DISMINUYEN­
DO EL ESPACIO PARA EL 
SECRETO, PUES UN GO­
BIERNO QUE ES LIBRE 
DE OPERAR SIN QUE EL 
PÚBLICO SE ENTERE, ES 
LIBRE DE HACERTANTO 
COSAS BUENAS COMO 
MALAS SIN EL TEMOR 
DE QUE LOS VOTANTES 
LE REPROCHEN. 

y era un instrumento para mantener 
el desorden de la sociedad en eviden­
cia.28 La obligación de pagar impues­
tos es una norma social aceptada, es 
parte del comportamiento moral de los 
ciudadanos hacia los gobiernos, por lo 
que no cumplirla genera lógicamente 
vergüenza y pena. México es el país 
de América Latina con menor moral 
de impuestos.29 La culpa y la vergüen­
za son, para los contribuyentes mexi­
canos, un sentimiento menor cuando 
alguien evade impuestos. ¿Por qué los 
mexicanos no "tienen vergüenza" de 
no pagar impuestos? Por diversos fac­
tores de confianza en sus gobiernos y 
porque no han encontrado un retorno en 
servicios públicos efectivo derivado del 
cumplimiento de la ley fiscal. Esto aleja 
el sentimiento de los mexicanos hacia 
un deber de contribuir. 

Existen contribuyentes con diver­
sos perfiles de moral de pago. Igualmen­
te, la percepción de estos contribuyentes 
es diferente cuando tienen acceso a in­
formación sobre lo que otros contribu­
yentes han hecho, como por ejemplo, 
cuando conocen las listas de los deu­
dores de créditos incobrables. Aunque 
los sistemas fiscales en el mundo son 
muy diferentes, el patrón de comporta­
miento moral indica que los individuos 
que tienden a pagar sus impuestos 
perciben a los evasores como inmora­
les; que el cumplimiento es mayor si los 
beneficios morales son difundidos entre 
la población; que los contribuyentes con 

amigos evasores de impuestos son más 
propensos a convertirse en evasores, y 
que el cumplimiento de la ley fiscal y el 
pago de impuestos es mayor en socieda­
des con sentimientos de cohesión social 
fuertes.30 

Lo cierto es que las prácticas de co­
rrupción, mala administración y secre­
tismo abonan a la falta de moral en el 
pago de impuestos de los mexicanos. 
Cuando un sistema de administración 
de impuestos es percibido que se com­
porta injustamente entre los grupos de 
contribuyentes, por ejemplo, perdo­
nando créditos fiscales a unos y a otros 
no; o bien, ofrece beneficios para pagar 
sus impuestos a unos pero no a ot ros; 
y conduce sus criterios de perdón y be­
neficios en lo oscuro, contribuye a ra­
cionalizar la evasión.31 O bien, cuando 
los que evaden impuestos no son casti­
gados y la propia autoridad no cumple 
con la ley. Igualmente, cuando los pro­
cesos de cobranza o perdón de los im­
puestos no son justos a los ojos de los 
ciudadanos. Todas estas acciones afec­
tan el cumplimiento de las obligacio­
nes de contribución de los mexicanos 
y, lógicamente, impactan en la eficacia 
institucional de la recaudación. 

IMPACTO EN LAS INSTITUCIONES DE GOBIERNO 

La transparencia tributaria ayuda a 
asegurar que los actores gubernamen­
tales no malutilicen sus poderes dismi-
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nuyendo el espacio para el secreto, pues 
un gobierno que es libre de operar sin 
que el público se entere, es libre de hacer 
tanto cosas buenas como malas sin el 
temor de que los votantes le reprochen. 
El secreto puede ser utilizado por acto­
res políticos y servidores públicos para 
perseguir agendas que no están den­
tro del interés público, enriquecerse, 
aumentar los poderes de sus oficinas, 
promover objetivos ideológicos que no 
están relacionados con las razones por 
las que fueron contratados o fuera de 
justificación que les ha garantizado la 
libertad de actuar en secreto, o hasta 
de disminuir deberes y obligaciones.32 

Mientras más participan los ciu­
dadanos en las decisiones de gobier­
no, particularmente en impuestos, más 
se fortalece la moral contributiva. Los 
ciudadanos en democracias directas 
se sienten más responsables por sus 
comunidades y ello hace que contribu­
yan mejor, porque son tratados como 
ciudadanos reales.33 Si las instituciones 
aumentan las cargas de impuestos ig­
norando a la sociedad, no cumplen con 
la ley fiscal, no sancionan apropiada­
mente y perdonan a empresas con vín­
culos con el gobierno, están generando 
sentimientos anti-pago de impuestos. 

Algunos argumentos que se han 
encontrado para afirmar que la co­
rrupción es el mayor problema en la 
recaudación de impuestos son:31 

• La dificultad de entender las le­
yes y el sistema de impuestos y 

la falta de asistencia para poder 
cumplir con las obligaciones; 

• El pago de impuestos requiere del 
contacto entre el ciudadano y la 
autoridad, y muchas veces los 
ciudadanos se decepcionan por­
que los funcionarios les piden 
dinero; 

• La corrupción en los altos niveles 
de la recaudación y administra­
ción de impuestos no es fácil de 
descubrir, es difícil de penalizar 
y es ignorada por las autoridades 
de control; 

• Los procedimientos y criterios 
de aplicación de auditorías, o de 
cancelación de créditos, no son 
transparentes; 

• Los funcionarios tienen amplia 
discreción sobre decisiones im­
portantes como determinar be­
neficios fiscales, cancelación y 
condonaciones o realizar audito­
rías. 

Todos estos comportamientos de co­
rrupción incentivan la desconfianza y 
el incumplimiento de la ley. Las causas 
más importantes en México para la 
falta de moral de impuestos y de cum­
plimiento de la ley por parte de los 
contribuyentes son la corrupción, la 
economía informal y la falta de reem­
bolsos efectivos del gobierno hacia los 
ciudadanos. Finalmente, la evasión de 
impuestos es un signo de que los ciuda­
danos desaprueban a sus gobiernos. 
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IAECONOMíA INFORMAL COMO PROBLfMAOJLTURAI. 

La economía informal es, en gran me­
dida, la culpable de una moral de im­
puestos baja en México. La economía 
informal está poniendo en riesgo las 
finanzas públicas y, por ende, en una en­
crucijada al Estado mexicano, pues vive 
de los ingresos que aportan sus contri­
buyentes y de los ingresos de los hidro­
carburos. 

La historia de nuestra hacienda 
pública se ha caracterizado por haber­
se confeccionado entre parches y re­
miendos, pero siempre obedeciendo a 
la imperiosa necesidad recaudatoria. 
Sin embargo, los datos duros revelan 
que la capacidad recaudatoria del Es­
tado mexicano ha sido exigua; ante esta 
realidad, debemos preguntarnos, ¿qué 
se ha hecho mal?, ¿por qué no hemos 
obtenido los resultados deseados? 

Somos de la idea de que la falta de 
elasticidad de los controles adminis­
trativos y la rigidez de la norma tribu­
taria estimulan la actividad informal; 
es decir; para ciertos sectores el ser in­
formal representa una opción así como 
una toma de decisión deliberada, por el 
bajo costo que representa estar dentro 
del circuí to informal. 35 La informalidad 
deriva, entre otras causas, por la débil 
capacidad de fiscalización del Estado y 
de las leyes tributarias. 

Sucede que el beneficio es muy cla­
ro para las personas que deciden no 

estar en la formalidad, o bien, no regis­
trarse en el Registro Federal de Contri­
buyentes. 36 Sobre todo en aquellos casos 
donde tienen información de antemano 
de la actuación del SAT respecto a la 
búsqueda y sanción de aquellos que 
deciden no contar con dicho registro y, 
consecuentemente, no pagar impues­
tos. En esta situación, la persona aún 
recibe servicios públicos como edu­
cación y salud, y por ello obtiene un 
mayor beneficio que aquella persona 
asalariada a la que se le retiene hasta 
el 30% del Impuesto sobre la Renta y 
que, incluso, decide pagar una escuela 
privada y un seguro médico privado. 

Una variable que debe tomarse en 
cuenta es la relación que existe entre 
el grado de desarrollo institucional y 
democrático de un país con el nivel de 
economía informal. Se observa que los 
países con mejor desarrollo institucional, 
democrático y económico presentan un 
nivel mucho menor de economía infor­
mal.37 Otra variable que ha permitido 
la extensión de la economía informal 
es la falta de simplificación adminis­
trativa, pues para poder deducir gas­
tos, es necesario cubrir con todos los 
aspectos formales que les ha impreso 
nuestro marco jurídico a las contribu­
ciones y ello implica tecnología y recur­
sos humanos para los contribuyentes. 
Sumada a esta circunstancia, las obliga­
ciones formales han aumentado para 
los contribuyentes; en este sentido, el 
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contribuyente debe estar informando 
continuamente al SAT incluso sobre 
aspectos poco relevantes. 

Es así que algunos contribuyentes 
toman la decisión deliberada de no pa­
gar sus contribuciones, porque es mayor 
el costo beneficio de no hacerlo, siendo 
una opción de vida. A pesar de ello, la 
economía informal convive con la for­
mal. Al38 lado de los contribuyentes que 
cumplen a cabalidad con el pago de sus 
contribuciones existen polizones que 
no afrontan el pago de sus contribu­
ciones. Y el problema del polizón es un 
problema cultural en México, ya que 
no se pagan las contribuciones porque 
no es bien visto por la población. 39 
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¿HACIA DÓNDE AVANZAR? 

lA CONSTRUCCIÓN CONSTITUCIONAL Y LEGAL DEL 
DERECHO DE ACCESO A lA INFORMACIÓN HA SIDO 
UN ESFUERZO QUE HA TOMADO MUCHOS AÑOS 
PARA lA VIDA POÚTICA DEL PA(S. Su novedad 
implica muchos cambios necesarios a 
la luz de las bases y principios del dere­
cho y garantía, sobre todo si se busca una 
meta como la de un Estado democrático. 
Algunas ideas para que las políticas de 
transparencia y las leyes se ajusten a 
las necesidades de moral tributaria, re­
caudación, fiscalización y rendición de 
cuentas se presentan en este apartado. 

TRANSPARENTAR PARA RECAUDAR 

En otros trabajos hemos sosterúdo que 
la transparencia tributaria puede con­
tribuir de la siguiente manera a las fun­
ciones de la Hacienda Pública:"° 

- mejorar el cumplimiento de los 
contribuyentes con sus obliga­
ciones :fiscales; 

- hacer más efectiva la verificación 
de las obligaciones de contribución 
y las facultades de comprobación; 

- evitar fraudes y conflictos entre 
contribuyentes; 

- la protección y garantía de los de­
rechos de los contnbuyentes y sus 
datos personales; 

- la rendición de cuentas de las au­
toridades hacia los ciudadanos en 
el ejercicio de sus funciones de re­
caudación; 

Pero el desarrollo de investigaciones 
recientes permite sumar otras ventajas a 
la lista de beneficios, tales como la fun­
ción de la transparencia como: 

- instrumento de cooperación in­
ternacional respecto a la atrac­
ción de capital, la elusión y evasión 
de con tnbuciones; 
mecanismo para generar una nue­
va cultura contributiva; 
variable para cambiar el paradig­
ma de la baja recaudación en Mé­
xico; 



39

- herrarrúenta para crear nuevos in­
centivos para pagar contribuciones. 

En los países de América Latina se 
ha demostrado que la moral de impues­
tos aumenta cuando en el país existe 
una actitud en favor de la democra­
cia y que han pasado por procesos de 
transición democráticos, porque tam­
bién se fortalecen los valores cívicos. 41 

La transparencia no solamente es un 
valor cívico, es además la llave de las 
democracias para empoderar a los ciu­
dadanos en democracia. Se dice que los 
impuestos son el prerrúo a las acciones 
de gobierno, y por ello, las acciones de 
gobierno deben ser transparentes, para 
que los contribuyentes se enteren, las 
conozcan y decidan contribuir. 

La transparencia mejora la percep­
ción de las instituciones, y si la percepción 
de la población hacia el SAT es favorable 
y su credibilidad alta, entonces sus po­
sibilidades de recaudar también se ele­
varán, porque los contribuyentes que 
confían en la autoridad pagan sus im­
puestos. Como hemos advertido en la 
introducción, la transparencia no es un 
factor aislado ni exclusivo, pero sí uno 
que incide en algunas de las variables 
que explican la baja moral tributaria 
de los mexicanos. Finalmente, el círculo 
de acciones lógicas para que la transpa­
rencia incida en la recaudación, conlleva 
gran voluntad política y comprorrúso so­
cial de las autoridades. 

¿CÓMO DEBE DARSE lA TRANSPARENCIA DE LOS 
DEUDORES? 

En diversos lugares hemos dicho que la 
apertura absoluta del secreto fiscal de 
personas ffsicas genera una vulnera­
ción a los derechos de la intimidad de 
los individuos. Resulta obvio que los 
datos personales son confidenciales y 
así lo reconoce la LFTAIPG. Este marco 
jurídico establece que los individuos 
(mas no las empresas) deben extender 
su consentimiento para el uso y tra­
tamiento de sus datos personales por 
parte de cualquier autoridad de gobier­
no federal. Bajo este consentimiento es 
que se establece una vía para difundir y 
hacer del conocimiento público los da­
tos de los contribuyentes particulares. 

Por otra parte, la apertura abso­
luta del secreto fiscal de personas mo­
rales genera vulneración a los derechos 
comerciales y de competencia entre 
otros. El costo no pecuniario, es de­
cir, el costo moral por evadir impues­
tos y el hecho de que el nombre de la 
empresa aparezca en dichas listas de 
deudores no se ha cuantificado en los 
estudios, ya que el tema es muy nuevo. 
Sin embargo, hay que considerar que 
el costo en la reputación de las empre­
sas es correlativo con la honestidad y 
la responsabilidad con que la empre­
sa opera. Por ello, podría argumentar­
se que las empresas que se benefician 
con una cancelación de créditos ti.sea-
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les, si han actuado con honestidad y no 
existe ningún delito imputable a éstas, 
sería lógico que no sufrieran un costo 
moral. 

Otra forma de hacerse transparente 
la cancelación y condonación de crédi­
tos es por la apertura relativa en forma 
casuística. Esto es, solamente hacer pú­
blica cierta información bajo un ra­
zonamiento sobre un caso de interés 
público, como conocer las listas y pro­
cedimientos de cancelación de crédi­
tos fiscales. Esta apertura se da a partir 
de las pruebas de interés público y se 
controla el daño moral a la empresa o el 
daño en la vida privada de las personas. 

La reserva fiscal relativa por casos, 
aquí planteada, se sustenta en la obli­
gación tributaria, que en la Constitución 
federal se concibe como un deber de so­
lidaridad con los menos favorecidos y, 
como tal, debe protegerse y cumplirse.42 

Dicha obligación genera derechos pú­
blicos subjetivos en favor de los con­
tribuyentes, entre éstos, el derecho a la 
información sobre el cumplimiento de 
las obligaciones tributarias por parte 
de autoridades y ciudadanos. 

¿QU~ REFORMA LEGAL HACE FALTA? 

En un contexto como éste, y para que 
las instituciones del Estado en efecto 
garanticen los derechos y las liberta­
des, se requiere que el sistema norma-

tivo legitime al Estado democrático. No 
podría imaginarse que solo algunas de 
las partes del Estado ofrecieran efec­
tiva protección jurídica a los derechos 
mientras que otras lo hicieran con­
forme a los estándares decimonónicos. 
Es así que es relevante armonizar las 
normas en lo que toca al sistema fiscal, 
para que exista un balance justo entre 
el derecho de acceso a la información, 
el principio de transparencia guberna­
mental, el derecho a la vida privada de 
los contribuyentes, los derechos comer­
ciales de las empresas. 

La reserva fiscal no puede, de ma­
nera maniquea y absoluta, situarse den­
tro de las dos categorías de clasificación 
y reserva de la LFTAIPG. Esto es, no es­
taríamos a favor de que en una reforma 
a la LFTAIPG se le colocara al secreto 
fiscal en los supuestos del artículo 18, 
que protege información confidencial. 
Primero, porque dicho supuesto sola­
mente protege los datos de personas 
físicas y a las empresas, lo que causa­
ría mayor conflicto a la autoridad fiscal 
que debe resguardar, bajo este supues­
to, información de ambas personas y 
no encontraría supuesto normativo en 
la LFTAIPG para resguardar informa­
ción sobre las empresas. Segundo, por­
que somos de la idea de que la reserva 
fiscal debe ser relativa y no absoluta, 
por lo que hemos expuesto que pudiera 
abrirse en ciertos casos y bajo ciertos 
mecanismos incompatibles con el régi-
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men de confidencialidad de la LFTAI­
PG. 

El CFF y sus reformas no distinguen 
entre los datos personales y la informa­
ción pública, como lo hace la LFTAIPG. Y 
tampoco distingue entre los datos per­
sonales y la información de las empre­
sas. Así que sugerimos una reforma al 
artículo 69 del CFF para definir lama­
teria de protección del secreto fiscal, 
de manera que este secreto garantice 
la protección de los datos de personas 
y de empresas, su manejo, administra­
ción y finalidad entre el resto de quie­
nes reciben dichos datos del fisco. Pero 
también, debe romper con el principio 
de reserva absoluta que se concretizó 
en un escenario distinto al que dibuja 
el derecho de acceso a la información 
en México. Esto implicaría una nueva 
reforma al articulo 69 que garantice la 
apertura pública (hacia la ciudadanía) 
por causa de interés público cuando 
existan condonaciones, cancelaciones 
de créditos fiscales, o bien, se genere 
un gasto fiscal al erario público. 

La LFTAIPG podría reformarse para 
incluir una obligación de transparencia 
de oficio en el artículo 7°, que incluya al­
gunas excepciones de interés público al 
secreto fiscal. De esta manera, los actos 
de cancelación y condonación podrían 
ser una excepción de interés público a 
la confidencialidad. Ello implicaría que, 
tanto los procesos de la autoridad en el 
ejercicio de sus facultades discreciona-

les, como los nombres, razones sociales 
y los montos de las deudas canceladas 
o condonadas, deben ser de naturaleza 
pública a través del portal de Internet 
del SAT.43 Esta reforma llevaría implícita 
una rendición de cuentas a los contri­
buyentes cumplidos y que han mere­
cido un trato diferenciado frente a los 
inclumplidos. 

En todo caso, si el Estado mexi­
cano desea estimular el pago oportuno 
de las contribuciones, debería generar 
programas de amnistías fiscales con el 
propósito de generar beneficios, no tan 
solo a los deudores sino también a los 
cumplidores de las obligaciones tribu­
tarias. 

Además, es muy importante ir ge­
nerando bienes públicos que abonen 
al pago de contribuciones. Justamente, 
que permita que los ciudadanos reci­
ban un beneficio concreto y palpable 
en servicios públicos, correspondiente 
a su cumplimiento tributario. Por ejem­
plo, explorar la posibilidad de que los 
recursos de algún impuesto municipal, 
como es el caso del Impuesto Predial, 
se etiquetara de manera visible a lapo­
blación hacia un beneficio de la comu­
nidad. 

Finalmente, uno de los argumen­
tos que expusimos en nuestro libro44 

y que sigue teniendo plena vigencia en 
esta materia: la transparencia de la infor­
mación tributaria en poder de la admi­
nistración pública, sin lugar a dudas, es 
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un componente importante para alcan­
zar la justicia fiscal. La transparencia 
tributaria permite conocer al ciudada­
no la existencia de regímenes de excep­
ción que otorguen privilegios fiscales en 
favor de ciertos contribuyentes como la 
condonación de contribuciones, la can­
celación de créditos fiscales, la devolu­
ción de impuestos o de subsidios. 
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